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Decídese la impugnación formulada frente a la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2011, por LA SALA CIVIL FAMILIA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BUCARAMANGA, dentro del proceso de tutela promovido por MIGUEL ÁNGEL TAMI LEAL contra EL EJÉRCITO NACIONAL, LA DIRECCIÓN DE SANIDAD de la misma entidad y el HOSPITAL MILITAR REGIONAL de la misma ciudad.
ANTECEDENTES

1. Acude el accionante al presente amparo con el propósito que se le protejan los derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, a la salud, a la seguridad social y a la igualdad, quebrantados, presuntamente, por los accionados. 

2. En apoyo de la petición aduce, que se encuentra afiliado al sistema de salud de las fuerzas militares y está pensionado por invalidez.

Agrega, que debido a una fractura del tobillo izquierdo su médico tratante, Doctor Daniel Forero, le ordenó una resonancia magnética, la cual fue autorizada por el comité técnico; sin embargo, la Mayor Johana Inés Chacón Hernández, quien es la encargada de permitir los gastos del “HOSMIR”, no aceptó realizar el procedimiento, aduciendo la falta de presupuesto y que el mismo se encuentra por fuera del P.O.S..

Por otro lado, indica que le prescribieron una cita médica con un gastroenterólogo, pero a la fecha no ha sido aprobada por razones idénticas a las aludidas. 

Finalmente dice, que no cuenta con recursos económicos suficientes para sufragar los costos del tratamiento y de la visita al especialista; en consecuencia, solicita que se ordenen por este medio, garantizando la continuidad del servicio hasta tanto recobre la salud.

LA SENTENCIA IMPUGNADA

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga concedió el amparo deprecado, toda vez que el petente censura “la vulneración de sus derechos fundamentales de salud, vida, seguridad social e igualdad, por cuanto las entidades accionadas no han querido suministrar el tratamiento y/o medicamentos requeridos para tratar la fractura del tobillo sufrida, alegando la falta de asignación presupuestal para ello, en tal sentido para esta  Corporación Judicial, los usuarios no pueden depender de los recursos económicos que las entidades responsables deban gestionar para este fin, pues éstas son cargas de tipo administrativo cuya solución compete exclusivamente a las entidades encargadas de garantizar la salud de las personas que integran el sistema; así mismo, los entes accionados han hecho caso omiso respecto de la cita ordenada por el médico adscrito al HOSMER con un especialista en gastroenterología que solicitó”.

Aunado a lo anterior, la Colegiatura dijo que parte de la presunción de que el tutelante “ha cumplido con los trámites necesarios para el disfrute de sus servicios médicos que tiene como afiliado al subsistema de las Fuerzas Militares, por cuanto, los argumentos expuestos por el Hospital Militar Regional Bucaramanga y la Dirección General de Sanidad Militar, no son de recibo, en atención a que el accionante presentó los documentos que permiten concluir dicho trámite”.
LA IMPUGNACIÓN

La Dirección de Sanidad del Ejército Nacional impugnó el fallo de primera instancia aduciendo, que se debe “tener en cuenta el trámite que a la fecha está llevando a cabo, e igualmente se delimite la corresponsabilidad del actor siendo por tanto necesario observar lo enunciado en la jurisprudencia la cual ha sostenido que en aquellos casos en los cuales no existe vulneración alguna (…), la acción de tutela pierde eficacia e inmediatez y por ende su justificación constitucional”.

CONSIDERACIONES

1. Se ha sostenido de manera reiterada, que el derecho a la salud adquiere el carácter de fundamental cuando está relacionado con la protección a la vida, de suerte que en aquellos casos en que el servicio de salud se hace indispensable para salvaguardar aquella, las instituciones están en la obligación de prestarlo.

2. Tras examinar las pruebas adosadas aparece de manifiesto que al señor Miguel Ángel Tami Leal le ordenó el Hospital Militar de Bucaramanga una resonancia magnética (fl. 6 del cuaderno 1) y; por otro lado, consulta con un gastroenterólogo (fl. 4 del cuaderno 1), procedimientos que a la fecha no han sido practicados.

El recuento anterior coloca en evidencia que el a quo acertó en su decisión, pues en el caso concreto están afectados los derechos a la salud en conexidad con el derecho a la vida digna del sujeto mencionado, y no puede excusarse la entidad para no autorizar dichos servicios aduciendo razones de índole presupuestal, por cuanto el agotamiento de un trámite “administrativo”, no puede ser fundamento para desatender las prescripciones de un médico tratante, adscrito a la entidad a la que está afiliada la persona que depreca la tutela.
La Corte ha sostenido, que las instituciones que administran los regímenes ordinario y especial de salud, “no pueden imponer como requisito de acceso a un servicio el cumplimiento de cargas “administrativas” propias, pues, prolongaría en el tiempo sus padecimientos, agravando su estado clínico y, de contera, vulnerando sus derechos a “la salud y a la vida” en condiciones de dignidad”
.
3. De acuerdo con lo discurrido se impone la confirmación de la sentencia impugnada. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de fecha y lugar de procedencia anotada. 

SEGUNDO: Notifíquese lo así decidido mediante comunicación telegráfica a todos los interesados y remítase oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
FERNANDO GIRALDO GUTIÉRREZ

JAIME ALBERTO ARRUBLA PAUCAR

RUTH MARINA DÍAZ RUEDA

WILLIAM NAMÉN VARGAS

ARTURO SOLARTE RODRÍGUEZ
Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Suprema de Justicia.

� Providencia del 3 de abril de 2009, Exp.: 2009-00021-01.
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